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PRÓLOGO* 

La obra: Elementos de Derecho Constitucional Mexicano del licen-
ciado Mariano Coronado, profesor de dicha materia en la Escuela de 
Jurisprudencia de Jalisco, fue publicada por primera vez en 1887. 
Ahora, facsimilar, reimprimimos la tercera edición de 1906.

En el prólogo, Coronado afirma que escribió su libro, tratando de 
que fuera breve y razonado, ocupándose tanto de la doctrina como 
de la jurisprudencia, y con la finalidad de que pudiera servir en la 
enseñanza del Derecho Constitucional.

La obra de Coronado tuvo éxito, pues logró varias ediciones.
El libro sigue un esquema muy común en los tratados que se ocu-

paron de analizar la Constitución mexicana de 1857: se transcribe 
el artículo constitucional y a continuación se le comenta, y así, en 
estricto orden numérico, el exegeta da término a su cometido.

Considero que las características de la obra de Coronado son las 
siguientes: a) está escrita en forma clara, b) tiene una estructura sen-
cilla, sin grandes ambiciones, c) la doctrina que cita no es abundante. 
El autor extranjero a quien más recurre es a Bluntschli, citándose 
también a Boutmy, Kent, Cooley, Story, Burgess y Paschal; de los 
mexicanos encontramos principalmente referencias a Vallarta, Lo-
zano, Montiel y Duarte, Castillo Velasco, y Rodríguez, d) hay trans-
cripciones de intervenciones de diputados en el Congreso Constitu-
yente de 1856-1857 que Coronado tomó de la Historia del Congreso 
Constituyente de Francisco Zarco y, e) se tiene en cuenta las resolu-
ciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
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misma obra hizo la Universidad Nacional Autónoma de México, a través 
de su Coordinación de Humanidades, en el año de 1977, bajo el número 68 
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De este libro, vamos a comentar algunas de las principales tesis 
que contiene:

1. La Constitución no formula un catálogo completo de los derechos 
del hombre sino que señala las garantías que considera dignas de ser 
especialmente protegidas. Es decir, en el artículo 1°. se reconoce que 
los derechos del hombre son la base y el objeto del Estado, pero a 
continuación se específica que sólo se garantiza el goce de las que se 
encuentran numeradas en el capítulo primero de la ley fundamental.

Esta es la idea de que la garantía individual es la medida del 
derecho del hombre o sea, hasta donde se garantiza en un determina-
do orden jurídico un derecho humano. Este pensamiento no fue una 
innovación de la Constitución de 1917, pues claramente, como en 
otros autores mexicanos de la época, ya se encontraba en Coronado.

2. Los tratados internacionales que se celebren no pueden alterar o 
desconocer las garantías y derechos del hombre y del ciudadano, ya 
que éstos son la razón y objeto de nuestras instituciones, y la propia 
norma magna se obliga solemnemente a respetarlos, así que sería 
contradictorio el asentar su desconocimiento en algún tratado, y si 
algún tratado violara un derecho o garantía individual sería nulo, 
pues es evidente que los tratados no pueden alterar la Constitución, 
“pues son convenciones que se celebran en virtud del poder que ella 
otorga y no podrían extenderse a más de lo que previenen las condi-
ciones de dicha facultad”.

3. En ocasiones los comentarios a los artículos están redactados en 
una forma muy espontánea, en que se nota que el autor trató de en-
contrar un justo medio entre la necesidad real y el espítiru constitu-
cional de libertad. Como ejemplo citemos unas oraciones al comen-
tar el artículo 22:

Discutióse en el Constituyente si también deberían quedar abolidos 
los grillos y el grillete con que se solía asegurar a los reos; el temor a 
las evasiones hizo que no se mencionaran entre las penas prohibidas 
por nuestro artículo. Sin embargo, estando en el espíritu de la Consti-

tución abolir los sufrimientos inútiles, bárbaros y degradantes, parece 
que como tales deben considerarse los grillos y el grillete, y por tanto, 
igualmente prohibidos. Creemos, empero, que para asegurar a los reos 
en los caminos no se cuenta con escolta suficiente, se les puede atar, 
sin causarles otra molestia, puesto que basta esa sencilla precaución. 

4. Coronado afirmó que cuando en el artículo 29 se autoriza la sus-
pensión de las garantías otorgadas por la Constitución, no parece 
que incluya la garantía de la forma de gobierno ni la de organización 
política de los Estados. En esta forma, el autor se aproximó a quienes 
afirmaron que sólo se podían suspender las garantías individuales tal 
y como fue aprobado por el Congreso Constituyente de 1856-1857, 
ya que si la palabra individuales no apareció en el texto final de la 
ley fundamental, se debió a que el señor León Guzmán la suprimió. 
Asimismo, afirmó que ningún peligro podría exigir la suspensión de 
ciertos derechos como el que nadie puede ser esclavo.

Aceptó que el artículo 29 al referirse a las “autorizaciones” que 
el Congreso estime pertinentes conceder al Ejecutivo, lo podría au-
torizar también para legislar, citando las resoluciones de la Suprema 
Corte en este sentido. Cuando Coronado escribió en 1906 su tercera 
edición, éste ya era un problema superado.

5. Al comentar la última frase del artículo 39: “El pueblo tiene en 
todo tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la for-
ma de su gobierno”, indica que deberá ser de acuerdo con las for-
mas constitucionales, es decir, siguiéndose el procedimiento que 
la propia Constitución señala para su reforma, ya que la frase en 
cuestión no puede otorgar el derecho a la revolución, porque éste 
debe emplearse sólo en casos muy raros, siendo un derecho extra-
constitucional, una facultad de índole sociológica o moral, pero no 
jurídica ya que no puede el propio orden jurídico estar invitando a 
su desconocimiento.

6. El supremo poder de la federación es sólo uno, porque la soberanía 
no es divisible, pero en el ejercicio de ese supremo poder hay divi-
siones, pero sólo para su ejercicio, únicamente para que se encarguen 
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de realizar la soberanía, es que se habla de tres poderes: legislativo, 
ejecutivo y judicial. Y realmente no son tres poderes, sino tres ramas 
del supremo poder de la federación.

7. El poder ejecutivo legisla cuando interviene en la formulación 
de los tratados y convenciones internacionales. También legisla en 
uso de las facultades extraordinarias para legislar, pero en épocas 
normales:

se suele autorizar al propio Ejecutivo para que haga verdaderas le-
yes, y esto sucede generalmente tratándose de códigos o leyes ex-
tensas cuyo estudio sería dificultoso y la discusión complicada y 
tardía en las Cámaras. Pero en estos casos se necesita siempre la 
aprobación respectiva del Poder Legislativo.

Aquí, Coronado se está refiriendo a las facultades que el Congreso 
acostumbró delegar al ejecutivo en tiempos de paz, facultad fuera de 
todo marco constitucional y que no permitía el artículo 29 pues éste 
era y es muy claro: solamente se podrán otorgar facultades extraordi-
narias al ejecutivo para legislar, si antes se han suspendido las garan-
tías individuales lo que implica una situación grave o de emergencia. 
Causa sorpresa la parquedad de Coronado en este comentario, que 
implica hasta una justificación a una de las prácticas más viciosas y 
anticonstitucionales que sufrió la Constitución mexicana de media-
dos del siglo pasado.

8. Coronado admite el viejo pensamiento al decir que los diputados 
representan al pueblo y los senadores a las entidades federativas; sin 
embargo, tímidamente abre la puerta al nuevo pensamiento cuando 
escribió que:

Se llama a los diputados representantes de la Nación para distinguir-
los de los senadores, que aunque en realidad representan también 
al pueblo, lo hacen en consideración a las entidades políticas que 
componen la Unión.

9. Divide las funciones del poder ejecutivo en políticas y administra-
tivas. En su opinión, son facultades políticas: la dirección general de 
los negocios del Estado, la representación ante las potencias extran-
jeras, y el desarrollo de un sistema determinado de gobierno.

Son facultades administrativas: el cumplimiento ordenado de los 
servicios públicos y los pormenores de los negocios.

Empero, Coronado aclaró que tanto las facultades administrati-
vas como las políticas se encuentran estrictamente determinadas y 
limitadas en la Constitución.

10. En 1906, fecha de la tercera edición del libro de Coronado, la ley 
fundamental por reforma de 1890 admitía la reelección presidencial 
en forma indefinida. Coronado la justifica al decir que:

Parece que la posibilidad de un abuso no debe ser motivo para que se 
limite la libertad del pueblo al elegir sus mandatarios; pues de todos 
los derechos y de todos los principios se abusa cuando su principal 
guardián no es el pueblo mismo.

Todas las frases de Coronado sobre este problema son tímidas. 

11. Justifica que los ministros de la Suprema Corte de Justicia fueran 
electos popularmente en forma indirecta ya que si todo poder dimana 
del pueblo era necesario que el máximo tribunal del país, fuese crea-
do por medio de la elección.

En cuanto a que la Constitución de 1857 no exigió para ser Mi-
nistro de la Suprema Corte el título profesional de abogado sino úni-
camente el estar instruido en la ciencia del derecho a juicio de los 
electores, a Coronado le parece bien para que los electores tuvieran 
un campo más amplio en donde escoger, amén de que como las fun-
ciones de la Suprema Corte “no son puramente jurídicas, sino en 
mucha parte políticas; que para la interpretación del Código funda-
mental suele bastar un juicio recto”. Actualmente, se sostiene que la 
interpretación constitucional implica un aspecto técnico y amplios 
conocimientos que generalmente no tiene cualquier abogado, sino 
los especialistas de la materia.
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12. Coronado sostuvo que el artículo 126 que establece el principio 
de supremacía constitucional, al referirse a que la ley suprema del 
país son también las leyes del Congreso Federal se está refiriendo 
a las leyes reglamentarias que son aquellas que desarrollan algún 
precepto de la ley fundamental cuya materia es federal.

Con tal afirmación, el autor de la obra, se convierte en un pre-
cursor de la construcción jurídica que, basada en el artículo de la 
supremacía constitucional en conexión con otros preceptos de la 
norma magna, sostiene que la legislación federal no priva sobre la 
local, sino que son dos órdenes subordinados a la Constitución, y 
que cuando existen leyes federales y locales sobre la misma materia, 
el problema no se puede plantear como qué ley tiene una jerarquía 
superior a la otra, sino como un problema de competencia, es decir: 
¿qué órgano está facultado para expedir esa ley?

Para las personas interesadas en el Derecho Constitucional Mexi-
cano, será siempre interesante repasar el pensamiento de los exege-
tas del Código Fundamental de 1857. Nuestro Derecho Constitucio-
nal tiene un hilo conductor que va de la Constitución de Apatzingán 
como ideario a la construcción política de la Constitución de 1824, 
que en buena parte nos queda, a la Constitución liberal de 1857 y a la 
Constitución social de 1917. Por tanto, aun en obras sencillas como 
la de Coronado podemos encontrar plasmados episodios de nuestra 
epopeya constitucional vigentes hoy en día, y el afán de interpretar y 
difundir la norma suprema lo más ampliamente posible.

				    Jorge Carpizo

Facsimilar
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